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León, Guanajuato, a 25 veinticinco de febrero del año 2014 dos mil catorce. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 782/2013-JN, promovido por el ciudadano *****; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El presente proceso fue promovido oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que el actor se ostenta sabedor de los actos impugnados, lo que fue los días 15 quince y 21 veintiuno de octubre del año próximo pasado, sin que existan constancias, en la presente causa administrativa, que demuestren lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en el acta de infracción número 203855-A/2013, de fecha 15 quince de octubre del 2013 dos mil trece; y, la audiencia de calificación celebrada el 21 veintiuno del mismo mes y año, en la que se le impuso una multa por la cantidad de $920.70 (Novecientos veinte pesos 70/100 Moneda Nacional); se encuentran documentadas en autos, con los originales de los documentos que los contienen, mismos que obran en el secreto de este juzgado (visibles, en copia certificada, a fojas 10 diez, 11 once y 13 trece); documentales que admitidas como pruebas, merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 117, 118 y 121del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y 
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los Municipios de Guanajuato; toda vez que se está en presencia de documentos públicos emitidos por servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, aunado al hecho de que los enjuiciados, al contestar la demanda, aceptaron de manera libre, expresa y sin coacción alguna el haber expedido los actos impugnados que les atribuye el justiciable . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En razón de lo anterior, se tiene por debidamente acreditada la existencia de los actos impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato; ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . . 

Asentado lo anterior, se advierte que en el presente proceso, las autoridades demandadas, exteriorizaron que en el presente asunto se actualiza la causal de improcedencia contenida en la fracción VII del artículo 261, en relación con el artículo 251, ambos del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en comento, porque la parte actora no demuestra ser titular de un derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Causal de improcedencia que para quien resuelve, desde luego que no se actualiza; pues el hecho de que al justiciable se le haya impuesto una multa, evidentemente afecta su esfera jurídica, concretamente en lo relativo a su patrimonio; por lo que en consecuencia tiene interés jurídico para actuar en el presente proceso, al reunir la característica contenida en el inciso a) de la fracción I del artículo 251 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa vigente en el Estado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Asimismo, los demandados Director de Fiscalización y Control y los inspectores adscritos a esa dependencia, plantearon también que la pretensión de nulidad del actor era improcedente porque el artículo 265, fracción VII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa aplicable, establece que deben plasmarse en la demanda los conceptos de impugnación del acto combatido, y estiman que en la especie, el actor no expresó concepto de impugnación alguno, pues se limitó a expresar manifestaciones sin ningún sentido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
No se actualiza tampoco causal alguna derivada de lo argumentado; toda vez que el actor, en su demanda, en el  capítulo VII al que denominó “Agravios”,  sí planteó 7 siete  conceptos de impugnación, mismos que deben estudiarse al analizar el fondo del asunto, y verificar si son fundados o no; de ahí que los demandados se equivocan al señalar que no se hicieron valer conceptos de impugnación; pues los mismos se analizarán en el momento oportuno dentro de la presente sentencia, por lo que no pueden descartarse de antemano los conceptos de impugnación como se pretende. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Continuando con el análisis de las causales de improcedencia o sobreseimiento,  este Juzgador, de oficio, no advierte la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo de esta causa administrativa, respecto de los actos impugnados consistentes en el acta de infracción y la audiencia de calificación; por lo que en consecuencia es procedente el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De lo expuesto por el impetrante del proceso, en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 15 quince de octubre del año 2013 dos mil trece, el Director de Fiscalización y Control, dentro del expediente número 203855-A/2013, emitió una orden de inspección; y, que en consecuencia de ello, en ese misma fecha, los inspectores de nombres *****, procedieron a verificar el cumplimiento de las disposiciones establecidas en el Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato; en el domicilio ubicado en Avenida Sión número 1110 mil ciento diez de la colonia San Felipe de Jesús de esta ciudad; entendiendo la diligencia con el ciudadano ***** como propietario del establecimiento; procediendo a llenar un acta de infracción, en la que hizo constar el uso indebido de vía pública al exhibir costales de cereales, escobas, braceros, pelotas, entre otras cosas, levantado al efecto el acta de infracción número 203855/2013 . . . . . 

Posteriormente, llevados a cabo todos los tramites procedimentales respectivos, en la audiencia de calificación, de fecha 21 veintiuno de octubre del año próximo pasado -en la que se dijo que sí compareció el impetrante, aunque no consta su firma-, se dictó una resolución en la que se impuso al actor una multa por la cantidad de $920.70 (Novecientos veinte pesos 70/100 Moneda Nacional), según se desprende de la lectura de la propia audiencia. . . . . . . . . . . . . 
Actos que el actor considera son ilegales; pues señaló que el acta de infracción carece de motivación y fundamentación; que no se identificaron los testigos; en tanto que en la audiencia de calificación, no se recabó su firma; y, que no queda precisado como es que determinó el importe de la multa. . . . . . . . 
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             A lo expresado por la impetrante, las autoridades enjuiciadas, manifestaron en forma general que los actos impugnados se emitieron legalmente, y que lo argumentado por el actor es ineficaz por inoperante. . . . . . . 

Así las cosas, la “litis” planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad del acta de infracción número 203855-A/2013, la orden de inspección, de fecha 15 quince de octubre del 2013 dos mil trece, y, la audiencia de calificación y resolución emitidas el día 21 veintiuno de ese mismo mes y año; en la que se le impuso una multa por la cantidad de $920.70 (Novecientos veinte pesos 70/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede a analizar los conceptos de impugnación hechos valer por el justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Este juzgador,  no analiza los conceptos de impugnación expresados por el actor, toda vez que ante la obligación que impone el tercer párrafo del artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, del análisis que se hace de los actos impugnados, se aprecia que en la emisión de los mismos, existe una franca violación al derecho humano del debido proceso legal, el cual, según la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se refiere al “conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales a efectos de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos”. . . . . . . . . . . .
Precisado lo anterior y analizado que es lo expuesto por las partes, así como las constancias que integran la presente causa administrativa; agregado a que el actor refiere, expresamente, que el acta de infracción número 203855-A/2013 está indebidamente motivada y fundada, de conformidad con lo establecido en el artículo 301, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; quien resuelve estima que toda vez que el asunto no rebasa la cantidad de multiplicar por ciento cincuenta el salario mínimo general diario vigente en el Estado durante el año 2013 dos mil trece; conforme a la siguiente operación: $61.38 (sesenta y un pesos 38/100 Moneda Nacional) x 150 ciento cincuenta = $9,207.00 (Nueve mil doscientos siete pesos 00/100 Moneda Nacional), se debe suplir la deficiencia de la queja planteada en la demanda, en el sentido de que efectivamente no se encuentra debidamente fundada y motivada tanto el acta de infracción como la imposición de la multa dentro de la audiencia de calificación que se impugna; pues es evidente que la multa impuesta con motivo del acta de infracción impugnada, no supera dicha cantidad . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así pues, este juzgador considera que el acta de infracción como la audiencia de calificación en la cual se impone una multa al justiciable, se encuentran indebidamente fundadas y motivadas, al tener su sustento en un documento que resulta ilegal, como lo es la orden de inspección, emitida el 15 quince de octubre de 2013 dos mil trece, dentro del expediente 203855-A/2013.
Lo anterior es así, toda vez que la orden de inspección en cita fue emitida en un formato pre-impreso, dejando espacios en blanco, los que posteriormente fueron llenados en forma manuscrita, concretamente en los apartados relativos al nombre de la persona a la que se dirige, denominación del establecimiento, la ubicación del domicilio a inspeccionar, el horario habilitado para practicar la inspección y la fecha de emisión; apreciándose entonces así dos tipos de letra; lo que contrasta con las letras de impresión del resto de formato de la orden, lo que lleva a concluir que no fue la voluntad del Director de Fiscalización y Control, dirigir la orden al ciudadano *****; sino que la emitió en forma genérica y que fue el personal actuante quien decidió a quien dirigir la orden y que inmueble inspeccionar; vulnerándose con ello el contenido del artículo 31, primer párrafo del  Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato, mismo que establece que sólo se practicarán las visitas mediante orden por escrito emitida por el Director de Fiscalización y Control; lo que en la especie no se dio. . . . . . . . . 

De lo que se desprende que exclusivamente corresponde al emisor de la orden (autoridad ordenadora), en el caso particular, al Director de Fiscalización y Control, y no a los inspectores, el expresar el nombre de la persona que debía recibir la visita y determinar el lugar, zona o bienes que habían de inspeccionarse; luego entonces, resulta lógico presumir que si la autoridad competente dicta una orden de visita, todos sus elementos, tanto genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra, porque todo proviene de la voluntad decisoria de esa autoridad para ordenar que a cierta persona o establecimiento se lleve a cabo una visita en el ramo de sus atribuciones y señalar al personal facultado para realizarla. . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo que en el caso concreto, si como se advierte de la orden de visita, en la que se aprecia que los espacios relativos a la persona a la que se dirige la orden; el domicilio de la misma y la fecha de expedición, aparecen llenos con letra manuscrita; resulta que no se encuentra debidamente expresada esa voluntad decisoria del titular de la dependencia; viciando de ilegal tal determinación; pues resulta evidente que esos espacios inicialmente dejados en blanco fueron llenados por los inspectores que acudieron a realizar la visita de inspección en el inmueble ubicado en Avenida Sión número 1110, mil ciento diez de la colonia San Felipe de Jesús; por lo que la circunstancia de que en la orden de visita impugnada se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y que se encuentra impreso por computadora, y otro a los datos específicos relacionados con el visitado, y el domicilio del inmueble a inspeccionar que se plasmaron de manera manuscrita; revela que no cumple con lo dispuesto en el ya señalado precepto; porque al tratarse de una garantía para el gobernado, que la orden se emita previamente por el titular de la dependencia, debe exigirse su pleno acatamiento, así como la demostración por parte de la autoridad, de que efectivamente emitió la orden
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en los términos de la ley mencionada, sin que se haya demostrado fehacientemente dicha circunstancia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por analogía, resulta aplicable la siguiente Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a la letra señala: .

“ORDEN DE VISITA EN MATERIA FISCAL. LA NOTORIA DIFERENCIA ENTRE EL TIPO DE LETRA USADO EN SUS ASPECTOS GENÉRICOS Y EL UTILIZADO EN LOS DATOS ESPECÍFICOS RELACIONADOS CON EL VISITADO, PRUEBA LA VIOLACIÓN A LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La orden de visita que se dirija al gobernado a fin de verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, debe reunir los requisitos que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los numerales 38 y 43 del Código Fiscal de la Federación, esto es, debe constar por escrito, ser firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia de que se trate; por tanto, resulta inconcuso que el hecho de que en una orden de visita se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el contribuyente, revela que no cumple los requisitos mencionados y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el mencionado artículo 16, en cuanto a los requisitos que debe contener aquélla. Lo anterior deriva, por una parte, de que resulta lógico que si la autoridad competente dicta una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra (manuscrita, de máquina de escribir o de computadora) y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el gobernado y siendo perfectamente factible que se cumpla con esto último, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se emitan órdenes de visita que por sus características pudieran proceder, en cuanto a los datos vinculados con el contribuyente y con la visita concreta que deba realizarse, no de la autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero incompetente para emitirla.”Contradicción de tesis 45/2001-SS. Entre las sustentadas por el Primer y el Tercer Tribunales Colegiados del Quinto Circuito. 12 de septiembre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot. Tesis de jurisprudencia 44/2001. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiuno de septiembre de dos mil uno. No. Registro: 188,560. Jurisprudencia. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Novena Época. Instancia: Segunda Sala Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XIV, Octubre de 2001. Tesis: 2a./J. 44/2001. Página: 369. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así también, al criterio sostenido por el Magistrado de la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, obtenido de la página de internet del señalado Tribunal; que a la letra refiere: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“ORDEN DE VISITA EN MATERIA ADMINISTRATIVA. RESULTA ILEGAL ANTE LA EVIDENTE DIFERENCIA ENTRE EL TIPO DE LETRA USADO EN SUS ASPECTOS GENÉRICOS Y EL UTILIZADO EN LOS DATOS ESPECÍFICOS RELACIONADOS CON EL VISITADO.- Por regla general, la orden de visita que la autoridad administrativa dirija al gobernado a fin de verificar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias debe constar por escrito, ser firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como especificar las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia. De modo que si en la redacción de una orden de visita se utilizaron tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el visitado, ello revela que no cumple las exigencias mencionadas, y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se transgredieron los requisitos que debe contener aquélla. Lo anterior deriva de que resulta lógico que si la autoridad competente emite una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra (hológrafa, de máquina de escribir o impresión). De considerarse lo contrario, implicaría presumir que los encargados de desahogar la visita decidieron, motu proprio, practicar la visita de inspección. (Expediente 991/3ª Sala/10. Actores: J. Guadalupe Plácido Colchado y Ofelia Gómez Hernández. Resolución del 9 nueve de marzo de 2011 dos mil once). . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, al demostrarse que la orden de inspección se emitió sin respetar lo establecido en el artículo 31, primer párrafo, del Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios para el Municipio de León, Guanajuato; trae aparejada la existencia de una omisión de los requisitos formales, la que estriba precisamente, en la exteriorización de la voluntad del órgano administrativo; ello en razón de que la decisión de ordenar la inspección de un determinado inmueble, debe provenir del propio titular de la dependencia; ilegalidad que trasciende a los posteriores actos realizados, como lo son el acta de infracción y de la audiencia de calificación en la que se resolvió imponer una sanción de multa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo anterior, con sustento en lo dispuesto en los artículos 300, fracción II, y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede decretar la nulidad total del acta de infracción número 203855-A/2013 de fecha 15 quince de octubre de 2013 dos mil trece y de la audiencia de calificación celebrada el 21 veintiuno del mismo mes y año, en la que se le impuso una multa al actor por la cantidad de $920.70 (Novecientos veinte pesos 70/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . 
Como apoyo a lo anterior, resulta aplicable el criterio que el Tribunal Colegiado de Circuito que se menciona, sostiene en la siguiente jurisprudencia: .

“ORDEN DE VISITA. LA ILEGALIDAD DE LA MISMA PRODUCE LA NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA. Considerando que la orden de 
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visita es el acto administrativo que da inicio al procedimiento de fiscalización, debe estimarse que la ilegalidad de dicho acto implica necesariamente la inexistencia de la base de tal procedimiento, por lo que debe declararse la nulidad de las resoluciones administrativas dictadas con apoyo en el procedimiento cuya orden de visita fue declarada ilegal. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Novena Época. Registro: 195739. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VIII, Agosto de 1998. Materia(s): Administrativa. Tesis: VI.2o. J/144. Página:   753. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados en el considerando Primero, más lo establecido en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II, 301 fracción III y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido por el justiciable en contra de los actos impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la nulidad total del acta de infracción número 203855-A/2013, levantada el día 15 quince de octubre del 2013 dos mil trece y, la nulidad total, de la audiencia de calificación celebrada el día 21 veintiuno del mismo mes y año, en la que se le impuso al ciudadano ***** una multa por la cantidad de $920.70 (Novecientos veinte pesos 70/100 Moneda Nacional); al tener su sustento y ser consecuencia de una orden de inspección emitida de manera ilegal, ello de conformidad con las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Sexto de esta misma sentencia . . . . . . . . . 
CUARTO.- Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

